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                                                                                                                                   CONCEPTO N° 4930

Bogotá, D.C., 10 de marzo de 2010
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el inciso 2° parcial del artículo 46 de la Ley 1258 de 2008
         Demandante: CIRO EDUARDO LOPEZ MARTINEZ 
Magistrado Ponente: Dr. NILSON E. PINILLA PINILLA
Expediente No. D- 7979
Concepto No. 4930
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2o., y 278, numeral 5o., de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6o., y 242, numeral 1o., de la Carta, instauró el ciudadano CIRO EDUARDO LOPEZ MARTINEZ contra inciso 2° parcial del artículo 46 de la Ley 1258 de 2008, cuyo texto legal  es el siguiente:

LEY 1258 de 2008
(diciembre 5)
“Por medio de la cual se crea la sociedad por acciones simplificada”
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA:

(…)

“ARTICULO 46. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir del momento de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Sin perjuicio de las ventajas y beneficios establecidos en el ordenamiento jurídico,  una vez entre en vigencia la presente Ley, no se podrán constituir sociedades unipersonales con base en el artículo 22 de la Ley 1014 de 2006. Las sociedades unipersonales constituidas al amparo de dicha disposición tendrán un término máximo improrrogable de seis (6) meses, para transformarse en sociedades por acciones simplificadas. 
1.
Planteamientos de la demanda
El accionante manifiesta que la disposición acusada vulnera los artículos 38, 58 y 333, en concordancia con los artículos 2°, 13  y 25, de la Constitución Política, porque el derecho a la propiedad privada y la garantía de los derechos adquiridos no pueden  ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. En cuanto a la libertad de asociación, la disposición acusada conlleva al desmembramiento del capital humano reunido en torno a aquella persona jurídica creada y reconocida por la ley; y en cuanto a la libertad de la actividad económica  y  la iniciativa privada  es transgredida por la norma acusada ya que esta busca ponerle fin a una estructura de producción económica constituida bajo una persona jurídica,  la cual nació bajo la legalidad y hoy muere por su desconocimiento. 
Para tal efecto, este Despacho abordará el tema, haciendo un  análisis de la presente demanda con el fin de pronunciarse sobre los cargos señalados en ella.
2.  PROBLEMA JURÍDICO

Al Ministerio Público le corresponde determinar si el inciso 2° parcial del artículo 46 de la Ley 1258 de 2008, vulnera los derechos a la propiedad privada, a la libertad de asociación y  a la libertad económica e iniciativa privada consagrados en la Carta Política.
2.1 Derecho a la Propiedad Privada
El accionante manifiesta que la norma acusada desconoce la propiedad privada societaria, toda vez que le impone la condición a las sociedades unipersonales creadas bajo los lineamientos de la Ley 1014 de 2006, de transformarse en Sociedades por Acciones Simplificadas para obtener el reconocimiento de su personería jurídica y propiedad privada.
Para el Ministerio Público, es necesario precisar que al legislador le corresponde por mandato constitucional determinar el régimen societario, es decir, que en materia comercial y societaria cuenta con amplia libertad de configuración, que conlleva a que defina libremente los tipos societarios y el régimen jurídico que le corresponde a cada uno de ellos, lo cual se encuentra dispuesto en los numerales 2° y 8° del artículo 150, el numeral 24 del artículo 189 y el artículo 333 Superiores.
Teniendo en cuenta lo anterior, y que el artículo 58 de la Carta Política consagra el derecho a la propiedad privada y los derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, para este Despacho no le asiste la razón al accionante, ya que el derecho a la propiedad no es de carácter absoluto porque sobre el mismo recaen obligaciones, deberes y limitaciones para su ejercicio,  y a que la norma acusada no limita para el caso en estudio el derecho a la propiedad privada; por el contrario, fija un término de tiempo para que las sociedades unipersonales se transformen en sociedades por acciones simplificadas, lo cual no implica  la desprotección de los derechos adquiridos por los socios ni la extinción de la sociedad, pero sí que la transformación garantice los derechos y obligaciones de aquellos ya que se continúa con el mismo ente societario, lo que hace necesario que el legislador fije el término de tiempo en el cual debe llevarse a cabo la transformación, término que es de público conocimiento cuando la ley se publica en el diario oficial. 

Por tanto, los empresarios que desarrollan esta actividad debieron tomar las medidas necesarias para evitar que se produjeran efectos adversos  al no llevar a cabo la transformación de la correspondiente sociedad unipersonal a sociedad por acciones simplificada; esto debido a que la mencionada transformación no puede perpetuarse en el tiempo pues no se cumpliría  la finalidad de la Ley, consistente en materializar la tendencia de actualización normativa en materia societaria  que se  inició desde la Ley 222 de 1995 por virtud de la cual se crean las empresas unipersonales de responsabilidad limitada.
2.2. Libertad de Asociación
El accionante  indica que la norma acusada desconoce el derecho a la libertad de asociación, al condicionar la legitimidad de aquella asociación de personas a la reconfiguración o reacomodamiento de su forma asociativa configurada de acuerdo a las formalidades exigidas por la legislación vigente en dicho momento y reconocida jurídicamente en virtud de tal,  obligándosele a ajustarse a otro régimen normativo.
El Ministerio Público considera  no fundada  esta acusación, ya que la norma no impone que las sociedades unipersonales se conviertan instantáneamente en sociedades por acciones simplificadas. La disposición, por el contrario, dejó en libertad a los socios de las sociedades unipersonales de escoger si acogían el nuevo tipo societario y se asociaban teniendo en cuenta la reforma estatutaria, la cual busca que se facilite el desarrollo de las pequeñas y medianas empresas y la protección de los terceros, quienes con anticipación sabrán con que persona jurídica contratan y fijan sus relaciones comerciales. 

Por tanto, el legislador considera necesario un término de seis (6) meses para que los socios de las sociedades unipersonales decidan transformarse, teniendo en cuenta la actualización que en materia de Derecho Societario se viene presentando permitiendo que una o más personas naturales o jurídicas se asocien para constituirse en una sociedad por acciones simplificada disponiendo así el desarrollo empresarial.  

Como puede observarse, entonces, el derecho a la libertad de asociación no se transgrede con la disposición de la norma acusada, pues tal como la 
Corte Constitucional ha expresado: “la libertad de asociarse y la modificación a los tipos societarios no se quebranta cuando la ley regula la  constitución de una forma específica  de hacerlo y establece su régimen, es decir el legislador  puede introducir las reformas y cambios a la legislación societaria siempre que no afecte el núcleo esencial de la libertad de asociarse”¹
_______________________

¹ Sentencia de la Corte Constitucional C- 435 de 1996. M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo.
2.3  Libertad Económica y de la iniciativa privada

Para el accionante la norma acusada vulnera el derecho a la libertad y a la iniciativa privada, ya que sus lineamientos buscan ponerle fin a una estructura de producción económica constituida bajo una persona jurídica, la cual nació bajo la legalidad y hoy muere por su desconocimiento.
El Ministerio Público considera que la libertad económica y de la iniciativa privada no se limita con la disposición contenida en el inciso 2º del artículo 46 de la Ley 1258 de 2008 en lo acusado en la medida en que esta garantiza que los socios de las sociedades unipersonales puedan desplegar su iniciativa privada,  bien sea porque decidieron transformarse o porque optan por crear una nueva empresa o sociedad, o porque deciden no hacerlo, siendo de su libre escogencia la actividad económica que van a explotar. 

En este sentido,  y de acuerdo con lo manifestado por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, la norma acusada: “no supone la extinción, ni eliminación de la persona jurídica, ni de su capital o la participación de los socios,  ni tampoco supone la interrupción o afectación al normal transcurrir de la unidad de explotación económica que conforma la sociedad unipersonal creada con base en el artículo 22 de la Ley 1014 de 2006”.
Ahora bien, el artículo 333 de la Constitución Política estipula que la actividad económica y la iniciativa privada son libres dentro de los límites del bien común, y en su inciso 5° dispone que la ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. Al respecto, la corte ha señalado que: “la libertad económica es una facultad que tiene toda persona, de realizar actividades de carácter económico según sus preferencias o habilidades, con miras a crear o mantener o incrementar un patrimonio”.² Lo que significa que la norma no se encuentra encaminada a limitar el ejercicio de la actividad económica, por el contrario, deja en libertad a los socios para optar por la transformación o no, siendo necesario y así lo consideró el legislador estipular un término de tiempo de seis (6) meses para acogerse a esta medida, lo que requería de la oportuna diligencia del buen administrador de sus negocios.
3. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional:
3.1 Declarar la EXEQUIBILIDAD del párrafo: “Las sociedades unipersonales constituidas al amparo de dicha disposición tendrán un término máximo improrrogable de seis (6) meses, para transformarse en sociedades por acciones simplificadas” del inciso 2° del artículo 46 de la Ley 1258 de 2008, en lo acusado.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
CEVV/LPA
___________________________________________

¹ Sentencia de la Corte Constitucional C- 435 de 1996. M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo.
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